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Resumen: La STC 31/1981 estimó un recurso de amparo basado en vulnera-
ción de la presunción de inocencia con una doctrina que forzó una radical 
transformación de la justicia penal española. En este comentario se estudia esa 
transformación, desde una situación en que el papel que desempeñaba la prue-
ba del juicio oral-y el propio juicio oral, en definitiva- era prácticamente nulo, 
pues las condenas se basaban en la instrucción de la causa, hasta la situación 
actual, en la que los tribunales penales deciden atendiendo prioritariamente a 
las pruebas del juicio oral y sólo excepcionalmente y con causa justificada a di-
ligencias de instrucción no reproducidas en el juicio. Se presta especial aten-
ción a la evolución de la jurisprudencia, tanto a la del Tribunal Constitucional, 
inaugurada con la sentencia objeto de comentario, como a la del Tribunal Su-
premo. 
1. El demandante había sido condenado por robo, y alegaba 
como fundamento de su petición de amparo que "la única prueba 
que ha servido para condenar al demandante es su confesión ante 
la policía ( ... ) sin tener en cuenta que ( ... ) ante el Juez instructor 
( ... ) se ha declarado inocente, y que la misma postura mantuvo en 
el juicio oral contestando al Fiscal y al defensor que no eran cier-
tos los hechos que se le imputaban", dándose la circunstancia, 
además, de que "con excepción de la antedicha confesión ante los 
órganos policiales, en ningún folio de las actuaciones aparece la 
atribución del robo al ahora recurrente". El Tribunal Constitucio-
nal, tras constatar que efectivamente las cosas habían sucedido 
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tal como el recurrente las relataba, estimó que se había vulnerado 
el derecho a la presunción de inocencia y otorgó el amparo. 
Esta sentencia se dictaba el 28 de julio de 1981 y hacía la nú-
mero 31 de ese año o, lo que es lo mismo, la número 31 desde que 
empezó a funcionar el Tribunal Constitucional. En ella se emplea 
por primera vez la archiconocida caracterización del derecho a la 
presunción de inocencia como derecho a que toda condena se 
base en "una mínima actividad probatoria, producida con las ga-
rantías procesales que de alguna forma pueda entenderse de car-
go y de la que se pueda deducir, por tanto, la culpabilidad del pro-
cesado" (FJ. 3), Y se hacen, además, las siguientes precisiones, 
que hoy parecen elementales pero que entonces causaron notable 
conmoción entre los juristas más o menos implicados en la justi-
cia penal: 
1.°) Que "las pruebas a las que se refiere el propio arto 741 de 
la Ley de Enjuiciamiento criminal (LECrim), son 'las pruebas 
practicadas en el juicio'; luego el Tribunal penal sólo queda vin-
culado a lo alegado y probado dentro de él" . Parece claro que el 
Tribunal Constitucional quiere decir que el Tribunal penal sólo 
puede tomar en consideración para formar su convicción las 
pruebas practicadas en el juicio oral. 
2.°) Que la confesión del procesado ante la Policía, "al formar 
parte del atestado tiene, en principio, únicamente valor de denun-
cia, como señala el arto 297 de la LECrim", por lo que no consti-
tuye una verdadera prueba de confesión. 
3 .0) Que la confesión obrante en el atestado no puede conside-
rarse prueba documental valorable por el Tribunal conforme al 
artículo 726 LECrim. No lo dice así el Tribunal Constitucional, 
pero es esto lo que quiere decir cuando afirma que "no basta para 
que se convierta en prueba de confesión [la declaración del pro-
cesado ante la Policía] con que se dé por reproducida en el juicio 
oral" . 
Nótese que estas precisiones no se hacían derivar del derecho 
a la presunción de inocencia, sino de una recta interpretación de 
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la LECrim. El derecho a la presunción de inocencia impide la 
condena sin pruebas; según la LECrim no es prueba la confesión 
del procesado ante la Policía; luego una condena basada en dicha 
confesión es una condena sin pruebas y vulnera la presunción de 
inocencia. Al hilo de la presunción de inocencia, pero sin relación 
directa con ella, desenterraba el Tribunal Constitucional los cla-
ros criterios de la LECrim en materia de producción de la prueba, 
que estaban sepultados por una práctica de los Tribunales y una 
jurisprudencia que nunca quiso prescindir del hábito de "dar es-
casa importancia a las pruebas del plenario" y continuaba "for-
mando su juicio por el resultado de las diligencias sumariales". 
La .sentencia no se limitó a desempolvar las viejas reglas de la 
LECrim, que ordenaban la producción de la prueba en el acto del 
juicio, sino que atribuyó al Tribunal Constitucional el control del 
respeto a dichas reglas por parte de los Tribunales penales, posibi-
litando la anulación, mediante el recurso de amparo, de las senten-
cias penales condenatorias apoyadas exclusivamente en materia-
les que, conforme a las disposiciones de la LECrim, no pudieran 
considerarse verdaderas pruebas. Un año más tarde, la STC 
56/1982, de 26 de julio, abrió el camino para que el Tribunal Su-
premo controlara también, mediante el recurso de casación, el res-
peto del derecho a la presunción de inocencia por parte de los Tri-
bunales penales de instancia; posibilidad hasta entonces negada 
por el alto Tribunal jurisdiccional. A partir de ese momento co-
mienza a desarrollarse una abundantísima jurisprudencia, tanto del 
Tribunal Constitucional como del Tribunal Supremo, en tomo al 
derecho a la presunción de inocencia. Impulsada por esa jurispru-
dencia, la justicia penal española se mueve, por fin, en la dirección 
hacia la que la había querido empujar, sin mucho éxito, nuestra ex-
celente Ley de Enjuiciamiento Criminal de 1882. 
2. Para apreciar debidamente el alcance de la transformación 
que experimentó nuestra justicia penal a raíz de la STC 31/1981 
conviene examinar brevemente la situación anterior a la referida 
sentencia, para pasar a considerar después, en sus líneas genera-
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les, la situación creada por ella y por la masa de jurisprudencia, 
tanto del Tribunal Constitucional como del Tribunal Supremo, 
que la siguió. 
En la situación anterior inciden los siguientes factores, que 
conviene examinar por separado: la regulación de la Ley de En-
juiciamiento Criminal, la jurisprudencia del Tribunal Supremo y 
las opiniones doctrinales. 
Por lo que se refiere a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, su 
orientación general estaba claramente formulada en la Exposición 
de Motivos. En la enumeración de los "vicios capitales" del pro-
cedimiento anterior a la LECrim se menciona el consistente en: 
"que, por la naturaleza misma de las cosas y la lógica del sistema [se 
refiere al inquisitivo], nuestros Jueces y Magistrados han adquirido 
el hábito de dar escasa importancia a las pruebas del plenario, for-
mando su juicio por el resultado de las diligencias sumariales y no 
parando mientes en la ratificación de los testigos, convertida en 
vana formalidad" . 
Más adelante, refiriéndose ya al sistema que la propia LECrim 
pretendía implantar, se subraya que ésta: 
"proscribe y condena una preocupación hasta ahora muy extendida, 
que, si pudo ser excusable cuando el procedimiento inquisitivo esta-
ba en su auge, implicaría hoy el desconocimiento de la índole y na-
turaleza del sistema acusatorio con el cual es incompatible. Alude el 
infrascrito a la costumbre, tan arraigada de nuestros jueces y tribu-
nales, de dar escaso o ningún valor a las pruebas del plenario, bus-
cando principal o casi exclusivamente la verdad en las diligencias 
sumariales practicadas a espaldas del acusado. No; de hoy más las 
investigaciones del Juez instructor no serán sino una simple prepa-
ración del juicio. El juicio verdadero no comienza sino con la califi-
cación provisional y la apertura de los debates delante del Tribunal 
que, extraño a la instrucción, va a juzgar imparcialmente y a dar el 
triunfo a aquel de los contendientes que tenga la razón y la justicia 
de su parte" . 
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Algo más adelante se insiste en la: 
"idea fundamental de que en el juicio oral y público es donde ha de 
desarrollarse con amplitud la prueba, donde las partes deben hacer 
valer en igualdad de condiciones los elementos de cargo y de des-
cargo, y donde los magistrados han de formar su convicción para 
pronunciar su veredicto con abstracción de la parte del sumario sus-
ceptible de ser reproducida en el juicio" . 
La idea fundamental a que se refiere la última cita quedaba 
plasmada en los siguientes preceptos: 
a) El arto 741, según el cual, el Tribunal dicta sentencia "apre-
ciando según su conciencia las pruebas practicadas en el juicio" . 
La regla general, pues, es que la convicción del Tribunal senten-
ciador solamente puede basarse en la actividad probatoria produ-
cida durante las sesiones del juicio. Conviene advertir, no obs-
tante, que a los efectos de lo dispuesto en el arto 741 hay que 
considerar que la prueba valorable por el Tribunal incluye, apar-
te de la practicada en el juicio, la que se practique anticipada-
mente, conforme a lo dispuesto en los arts. 657 111 Y 659 111 Y la 
prueba practicada fuera del local donde se celebra el juicio, en 
los casos de los arts. 718, 719, 720 Y 727 de la LECrim. 
b) El arto 730, que contempla la posibilidad de que se lean, en 
el acto del juicio, las diligencias practicadas en el sumario que, 
por causas independientes de la voluntad de las partes, no puedan 
ser reproducidas en el juicio oral. Las diligencias sumariales leí-
das en el juicio al amparo de este precepto podrán ser valoradas 
como prueba por el Tribunal sentenciador. En relación con lo dis-
puesto en el arto 730, deben contemplarse los arts. 448,449,467 
11,471,472,473,476 Y 480, que disciplinan la práctica de las de-
claraciones testificales y de la prueba pericial en el sumario, en 
aquellos casos en que se prevé la imposibilidad de que dichos ac-
tos se reproduzcan en el juicio. Estos preceptos rodean la prácti-
ca de dichas diligencias de especiales garantías, tratando, en lo 
746 JAIME VEGAS 
posible, de reproducir las condiciones de la práctica de la prueba 
en el acto del juicio. En uno de los párrafos de la exposición de 
motivos de la LECrim citados más arriba, se afirmaba que los 
magistrados han de formar su convicción "con abstracción de la 
parte del sumario susceptible de ser reproducida en el juicio"; se 
admite, pues, la valoración de las diligencias sumariales no sus-
ceptibles de ser reproducidas en el juicio. Este es precisamente el 
supuesto que contempla el arto 730 y los demás que con él con-
cuerdan. 
Diferente es el caso del arto 714, que contempla la posibilidad 
de que se lea en el juicio la declaración sumarial de un testigo, 
cuando la declaración que éste preste en el juicio no sea confor-
me en lo sustancial con aquélla; aunque la jurisprudencia también 
ha considerado que las declaraciones leídas al amparo de este 
precepto pueden ser valoradas por el Tribunal sentenciador. 
El sistema de la LECrim descansaba, pues, -y continúa ha-
ciéndolo- en el principio general de producción de la prueba en 
el juicio oral. La posibilidad de valorar como prueba elementos 
introducidos en el proceso antes de las sesiones del juicio es ex-
cepcional y está prevista para aquellos casos en que resulta impo-
sible producir o reproducir la diligencia de que se trate en el acto 
del juicio oral (la previsión de esta imposibilidad es el presupues-
to tanto del aseguramiento de la prueba testifical o pericial en el 
sumario como de la anticipación de la práctica de la prueba en la 
fase de plenario; y la imposibilidad misma, constatada en el acto 
del juicio, es el presupuesto de la lectura de diligencias sumaria-
les prevista en el arto 730). Aparte de estos casos, el arto 714, tal y 
como es interpretado por un sector de la doctrina y por la juris-
prudencia reciente, abre otra vía para que se incorporen al mate-
rial valorable por el Tribunal sentenciador las declaraciones su-
mariales de los testigos que declaran en el acto del juicio. 
3. Ahora bien, pese a la claridad de la pauta señalada en la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, ni los Tribunales penales de instan-
cia ni el Tribunal Supremo aceptaron las limitaciones, en cuanto 
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a la determinación del material valorable para la formación del 
convencimiento del juzgador, que resultaban del nuevo sistema. 
Ortells Ramos ha puesto de manifiesto la existencia, en la fase de 
introducción de la nueva forma de enjuiciar que supuso la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal de 1882, de dos diferentes concepciones 
acerca de las relaciones entre investigaciones sumariales y prue-
ba en el juicio: "Según una postura, la práctica de la prueba en el 
juicio tiene la función propia y autónoma de convencer al Tribu-
nal de los hechos aportados por la acusación y la defensa, reser-
vándose al sumario una función subordinada, en el doble sentido 
de proporcionar datos para la aportación de hechos e indicación 
de las fuentes de prueba y de servir, en supuestos excepcionales, 
para sustituir la práctica imposible de un medio de prueba; según 
la otra posición, la práctica de la prueba en el juicio tiene una fun-
cióncorrectora y complementaria de la investigación sumarial, de 
lo que deriva que esta última es, por principio, apreciable junto a 
la prueba del juicio para dictar sentencia" l. Esta segunda concep-
ción, que enlazaba de manera directa con esquemas propios del 
anterior sistema inquisitivo y que, en sus propios términos, resul-
taba muy difícilmente conciliable con el nuevo sistema acusato-
rio que la LECrim pretendía implantar, fue, sin embargo, la que 
prevaleció en la práctica de los Tribunales penales y en la juris-
prudencia del Tribunal Supremo. 
1. ORTELLS RAMOS, "Eficacia probatoria del acto de investigación suma-
rial. Estudio de los artículos 730 y 714 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal", 
Revista General de Derecho (1980-1981), p. 1393. La primera es, según el autor, 
la concepción que encarna la Exposición de Motivos de la Ley de Enjuiciamien-
to Criminal, asumida por la Fiscalía del Tribunal Supremo en una instrucción ge-
neral de 1883 y por el propio Ministro de Gracia y Justicia, en el discurso que 
pronuncia con motivo de la Apertura de tribunales el15 de septiembre de 1883; 
la segunda posición es, según demuestra el autor, la que latía tras el proyecto 
de ley de 'Bases para la organización de tribunales y enjuiciamiento criminal', 
de 1863; que luego fue consagrada en la Ley provisional de Enjuiciamiento 
Criminal de 1872, y cuyos ecos llegan incluso al arto 78.2 de la Ley del Jurado 
de 1888, posterior a la LECrim. 
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Los Tribunales penales, pues, continuaron fallando las causas, 
tras la LECrim con apoyo en los materiales proporcionados por el 
sumari02 • Y la jurisprudencia del Tribunal Supremo, lejos de co-
rregir dicha práctica, la confirmó y avaló durante mucho tiempo. 
Hasta bien entrada la década de 1980 el Tribunal Supremo seguía 
sosteniendo que todos los folios del sumario -e, incluso, los del 
atestado- pasaban al juicio como prueba documental que, confor-
me al arto 726 LECrim, el Tribunal sentenciador había de exami-
nar por sí mismo y podía -y debía- tener en cuenta para la forma-
ción de su convicción sin necesidad de su lectura en el acto del 
juici03 • 
2. Daban testimonio de ello autores como SERRA DOMÍNGUEZ, "La ins-
trucción de los procesos penal y civil: el sumario", en Estudios de Derecho 
Procesal, Barcelona, 1969, p. 722, donde el autor se lamenta de que "el pro-
ceso penal español, formalmente acusatorio en teoría, en la práctica deviene in-
quisitivo. Los procesos se resuelven sin más elementos que los recogidos en el 
sumario, ausente el imputado, sin su intervención ni conocimiento y muchas 
veces a instancia de la parte querellante interesada en conseguir una condena 
que se traduzca en una cantidad de dinero, cuya obtención por los medios nor-
males del proceso civil resulta demasiado cansina, difícil y costosa. El juicio 
oral es tan sólo una parodia de proceso, cuyos sujetos tienen el máximo interés 
en que termine lo antes posible, convencidos de antemano por el resultado de 
la instrucción. Ésta carece por entero de carácter sumario y, cuando no se ha 
podido practicar en el sumario una diligencia determinada que podría ser re-
producida en el acto del juicio oral, se revoca el auto de conclusión del suma-
rio para la práctica de dicha diligencia"; en análogo sentido MONTERO AROCA, 
"El principio de oralidad y su práctica en la vigente Ley de Enjuiciamiento Cri-
minal", en Trabajos de Derecho Procesal, Barcelona, 1988, pp. 543-546, y AL-
MAGRO NOSETE, "Teoría general de la prueba en el proceso penal", en La prue-
ba en el proceso penal, "Cuadernos de Derecho Judicial", Madrid, CGPJ, 
1992, pp. 22-23, que atribuye a causas técnicas, económicas y políticas la prác-
tica de nuestros Tribunales de menospreciar el juicio y acudir al sumario. 
3. Una STS 2a de 1O-1l-72 sostenía que "no puede pretenderse, salvo caso 
de contradicciones entre lo manifestado en el juicio oral y lo contenido en ta-
les folios [los del sumario], su lectura al Tribunal, porque supone su repetición 
innecesaria e innocua de la prueba que los folios contengan, supone ordinaria-
mente una pérdida de tiempo, que a nada conduce, como no sea a la dilatación 
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En la misma línea, el Tribunal Supremo venía desestimando 
los recursos de casación por denegación de diligencia de prueba 
basados en la no suspensión del juicio por incomparecencia de 
testigos, cuando obraban en la causa declaraciones sumariales~, 
incluso, policiales- de los testigos no comparecidos. Si los testi-
gos habían declarado en el sumario, el Tribunal Supremo consi-
deraba que no era necesaria su declaración en el juicio, y no pro-
cedía, pues, la suspensión a que hace referencia el art. 746.3° 
LECrim4 • Latía claramente tras estas decisiones la concepción se-
innecesaria del juicio; y es totalmente inconducente a formar el criterio del Tri-
bunal, su reiteración en el acto del juicio, puesto que el celo de aquél le llevará 
a tener conocimiento de todos los folios sumariales ... "; en igual sentido, la STS 
2a 30-3-74 aducía, para desestimar una alegada denegación de prueba por no 
haberse leído unas decllíraciones testificales siImariales, entre otras razones, la 
de "que en cuanto a la prueba documental, el arto 726 de la Ley Rituaria previe-
ne que el Tribunal examine por sí mismo los libros, documentos y papeles, con 
lo que la lectura pública de los folios del sumario, si no concurren razones es-
peciales, constituye práctica viciosa"; cfr. también, en idéntico sentido, STS 2a 
22-1-70 y STS 2a 9-3-74. En sentido crítico respecto a esta jurisprudencia, OR-
TELLS, Eficacia probatoria ... , cit., pp. 1385-1387; MONTERO, El principio de 
oralidad .. . , cit., p. 545; BURÓN BARBA, "Castigar y juzgar", Poder Judicial, nO 
4 (septiembre 1982), p. 109; FERNÁNDEZ ENTRALGO, "Presunción de inocencia, 
libre apreciación de la prueba y motivación de las sentencias", Revista Gene-
ral de Derecho, vol. 5 (1986), p . 4295; ASENCIO MELLADO, Prueba prohibida y 
prueba preconstituida, Madrid, 1989, p. 156. 
4. Es extraordinariamente expresiva la STS 2a 17-1-80, que confirmaba la 
impugnada decisión de la Sala de instancia de no suspender el juicio ante la in-
comparecencia de un testigo aduciendo, entre otros argumentos, el de que "del 
examen de las actuaciones ( ... ) se desprende que el testigo no comparecido 
prestó una detallada declaración sobre las circunstancias del hecho ante las 
fuerzas de la Guardia Civil ( ... ) y varios días después fue la misma ratificada y 
ampliada ( ... ) ante el Juzgado de Instrucción" y, tras resumir el contenido de ta-
les declaraciones, concluía que, en las mismas, el testigo "clara y explícitamen-
te asevera lo que el relato fáctico recoge en su contenido, sin que quepa indu-
cir que tal versión pudiera ser alterada o cambiada en el juicio oral tan 
beneficiosamente para el inculpado, como para deducir que su falta de compa-
recencia (sancionada disciplinariamente de ser inmotivada) podía conducir a 
confusión o imprecisión en el juicio cognoscitivo reflejado en el factum, ni a la 
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gún la cual la prueba del juicio es un simple complemento del su-
mario; de donde se deduciría que si un testigo ha declarado en la 
instrucción de la causa no es necesario que vuelva a declarar en el 
juicio, salvo quizá- cuando sea previsible que pueda modificar en 
el juicio su declaración sumarial. 
4. La doctrina científica, sin embargo, en su mayor parte, per-
cibía con claridad las diferencias existentes entre los actos de in-
vestigación sumariales y la actividad probatoria del juicio oral, y 
sostenía que la condena no podía basarse sino en esta última acti-
vidad probatoria y no en las investigaciones de la fase de instruc-
ción. En este sentido, aparte del excelente trabajo de Ortells que 
venimos citando, Herce Quemada afirmaba que "los elementos 
recogidos en el sumario no pasan, con alguna salvedad, como de-
finitivos al juicio oral"; "los medios de investigación del instructor 
no son verdaderas pruebas (salvo los supuestos de prueba antici-
pada practicada en el sumario) ... "; "el artículo 741 de la LECrim ... 
pone de manifiesto que las verdaderas pruebas son las practicadas 
en el juicio oral, con la excepción antes indicada, y nos da, por 
otra parte, una clara idea del valor de las actuaciones sumaria-
les"5. En el mismo sentido se pronunciaba con contundencia Gó-
mez Orbaneja: "Si en la instrucción puede prescindirse en buena 
parte de los principios de publicidad y contradicción, es justa-
mente porque del sumario no pasa al juicio absolutamente nada 
como adquirido ( ... ). El tribunal ha de construir las premisas de 
hecho de la sentencia mediante la apreciación de las pruebas 
practicadas en el juicio, según dice terminantemente el artículo 
741, disposición que a la vez que consagra la libre apreciación, li-
mita con rigor el material apreciable. Es erróneo suponer que, en 
posibilidad de que éste no pudiera forjarse correcta, objetiva y cabalmente con 
las amplias declaraciones ya prestadas por aquél en los autos, en unión de las 
demás pruebas practicadas y elementos de juicio aportados". 
5. HERCE QUEMADA, Derecho procesal penal (con GÓMEZ ORBANEJA), lOa 
ed.,Madrid,1987,p.157. 
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virtud del principio de la libre valoración, el Tribunal sea libre de 
basar su convencimiento en medios probatorios que no hayan 
sido producidos y examinados en el juicio"6. En la misma línea, 
Prieto Castro y Gutiérrez de Cabiedes sostenían que "los actos de 
investigación ... son la base de la acusación provisional, pero nada 
más. Para que dicha persona [el acusado] pueda ser condenada (o 
absuelta) se requiere la práctica de pruebas en sentido estricto"? 
Hubo, no obstante, un sector minoritario de la doctrina que se 
alineaba con las tesis jurisprudenciales favorables a la validez pro-
batoria incondicionada de las investigaciones sumariales. Así, 
Quintano Ripollés apelaba a la "fuerza de la propia lógica, más po-
tente que todos los formalismos" y al "principio de verdad material 
que domina todo el procedimiento", para justificar la utilización 
del sumario como fuente para la formación del convencimiento del 
juzgador. Sáez Jiménez, por su parte, defendía el acceso del suma-
rio al juicio como prueba documental, por el cauce del arto 726 LE-
Crim, criticando, en consecuencia, el artículo 731 como precepto 
desacertado, rigurosamente ocioso e innecesari09 • Las mismas tesis 
fueron defendidas por Jiménez Asenjo y Silva Melero1o • 
5. La situación que se acaba de describir se alteró profunda-
mente tras la STC 31/1981 y la jurisprudencia posterior. En con-
6. GÓMEZ ORBANEJA, Derecho procesal penal (con HERCE QUEMADA), 
cit., p. 264. 
7. PRIETO-CASTRO Y GUTIÉRREZ DE CABIEDES, Derecho Procesal Penal, 
Madrid, 1989, p. 223; aunque discrepo de los autores citados en cuanto a la ne-
cesidad de prueba para que el acusado pueda ser absuelto; la ausencia de prue-
ba no solamente no impide la absolución sino que precisamente la impone. 
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chen Strafprozess", ZStW (1960), pp. 630-631 Y 649, cit. en ORTELLS, Eficacia 
probatoria ... , cit., pp. 1385 Y 1389. 
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dos a la Ley de Urgencia, Madrid, 1962, p. 911 . 
10. JIMÉNEZ ASENJO, "Concepción técnico-jurídica de la instrucción crimi-' 
na!" , Revista de Derecho Procesal (1960), esp. p. 876; SILVA MELERO, La prue-
ba procesal, Madrid, 1964, tomo II, pp. 114-115. 
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junto, puede afirmarse que la jurisprudencia surgida de la inter-
pretación y aplicación del último inciso del arto 24.2 de la Cons-
titución supuso el definitivo abandono de la tesis jurisprudencial 
tradicional, que defendía el valor probatorio de las diligencias de 
investigación de la fase de instrucción en condiciones de igualdad 
con las pruebas practicadas en el juicio, reafirmándose el sistema 
legal que, tal y como era ya entendido por la doctrina mayorita-
ria, exige que la prueba se practique en el juicio oral y sólo ex-
cepcionalmente permite la valoración de elementos incriminato-
rios introducidos en el proceso antes de la apertura de las sesiones 
del juicio. Ahora bien, es preciso reconocer que la jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional y la del Tribunal Supremo no llega-
ron a este resultado al mismo tiempo, ni sentaron los criterios re-
feridos con igual contundencia. 
La jurisprudencia constitucional sobre el derecho a la presun-
ción de inocencia mantuvo, desde el primer momento -esto es, 
desde la sentencia cuyo comentario nos ocupa-, el criterio de que 
solamente merece la consideración de prueba la producida en el 
acto del juicio oral, único momento procesal en que está asegura-
do que la producción de la prueba va a tener lugar en condiciones 
de plena vigencia de las garantías esenciales de oralidad, contra-
dicción, inmediación y publicidad. Las diligencias policiales pre-
vias al proceso y las actuaciones procesales de la fase de instruc-
ción no tienen, como regla, valor probatorio alguno. Dichas 
diligencias y actuaciones han de ser repetidas en el juicio oral y 
sólo sobre 10 actuado en el juicio puede el juzgador fundamentar 
su convicción acerca de la culpabilidad del acusado. Sólo como 
excepción admite el Tribunal Constitucional en algunos casos la 
eficacia probatoria de actuaciones no producidas en el acto del 
JUICIO. 
La doctrina constitucional sobre el punto que tratamos, ya 
muy consolidada, ha sido resumida por el propio TC en numero-
sas ocasiones. Así, en la STC 206/2003, de 1 de diciembre, se 
puede leer lo siguiente: 
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"Así centrado el objeto del debate, conviene recordar la doctrina 
de este Tribunal en relación con los requisitos constitucionales de 
valídez de la prueba capaz de desvirtuar la presunción de inocencia. 
a) Desde la STC 31/1981, de 28 de julio, FJ.3, venimos afirman-
do como regla general que únicamente pueden considerarse auténti-
cas pruebas que vinculen a los órganos de la justicia penal en el mo-
mento de dictar Sentencia las practicadas en el juicio oral, pues el 
procedimiento probatorio ha de tener lugar precisamente en el deba-
te contradictorio que, en forma oral, se desarrolla ante el mismo Juez 
o Tribunal que ha de dictar sentencia, de suerte que la convicción de 
éste sobre los hechos enjuiciados se alcance en contacto directo con 
los medios aportados a tal fin por las partes (así, entre otras muchas, 
SSTC 217/1989, de'21 de diciembre, FJ.2; 161/1990, de 19 de octu-
bre, FJ.2; 51/1995, de 23 de febrero, FJ.2; 40/1997, de 27 de febrero, 
FJ.2; 2/2002, de 14 de enero, FJ.6; 12/2002, de 28 de enero, FJ.4; 
155/2002, de 22 de julio, FJ.lO; 195/2002, de 28 de octubre, FJ.2). 
De esta exigencia general "se desprende que las diligencias llevadas 
a cabo durante la fase instructora del proceso penal no constituyen en 
sí mismas pruebas de cargo, sino únicamente actos de investigación 
cuya finalidad específica, por tanto, no es la fijación definitiva de los 
hechos para que éstos trasciendan a la resolución judicial, sino la de 
permitir la apertura del juicio oral, proporcionando a tal efecto los 
elementos necesarios para la acusación y la defensa" (STC 51/1995, 
de 23 de febrero, FJ.2, citando SSTC 101/1985, de 4 de octubre, 
137/1988, de 7 de julio, 161/1990, de 19 de octubre). 
b) No obstante, desde la STC 80/1986, de 17 de junio, FJ.1, nues-
tra jurisprudencia ha afirmado expresamente que dicha regla general 
admite excepciones, que en cuanto tales han de ser interpretadas res-
trictivamente (STC 36/1995, de 6 de febrero, FJ.2), a través de las 
cuales puede considerarse conforme a la Constitución integrar en la 
valoración probatoria el resultado de ciertas diligencias sumariales 
que, habiéndose practicado con las formalidades que la Constitución 
y el ordenamiento procesal establecen, sean reproducidas en el acto 
del juicio, de modo que quede suficientemente garantizada la contra-
dicción. En concreto, este Tribunal ha admitido tal posibilidad, a tra-
vés de las previsiones de los artículos 714 y 730 LECrim, siempre 
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que "el contenido de la diligencia practicada en el sumario se repro-
duzca en el acto del juicio oral mediante la lectura pública del acta en 
la que se documentó, o introduciendo su contenido a través de los in-
terrogatorios (STC 2/2002, de 14 de enero, FJ.7) , pues de esta mane-
ra, ante la rectificación o retractación del testimonio operada en el 
acto del juicio oral (art. 714 LECrim), o ante la imposibilidad mate-
rial de su reproducción (art. 730 LECrim), el resultado de la diligen-
cia accede al debate procesal público ante el Tribunal, cumpliendo 
así la triple exigencia constitucional de toda actividad probatoria: pu-
blicidad, inmediación y contradicción" (STC 155/2002, de 22 de ju-
lio, FJ.lO). En esta misma Sentencia afirmábamos también que, en 
tales supuestos, "la doctrina de este Tribunal nunca ha exigido que la 
declaración sumarial con la que se confronta la distinta o contradic-
toria manifestación prestada en el juicio oral haya debido ser presta-
da con contradicción real y efectiva en el momento de llevarse a 
cabo, pues cumplir tal exigencia no siempre es legal o materialmen-
te posible. Es la posterior posibilidad de confrontación en el acto del 
juicio oral la que cumple la exigencia constitucional de contradicción 
y suple cualquier déficit que, conforme a las previsiones legales, 
haya podido observarse en la fase sumarial" . 
La postura del Tribunal Constitucional acerca de la eficacia 
probatoria de las actuaciones de investigación preparatorias del 
juicio podría resumirse, pues , en los siguientes puntos fundamen-
tales: 
1°) Solamente merece la consideración de prueba la practicada 
en el acto del juicio oral. Dicho postulado, que en la STC 31/1981 
aparecía directamente vinculado a la regulación de la LECrim, 
sin referencia a principio constitucional alguno, se presenta ya en 
Sentencias posteriores como exigencia derivada de las garantías 
de la prueba -contradicción, publicidad, oralidad e inmediación-, 
consustanciales al sistema acusatorio, y que, en nuestro ordena-
miento, gozan de rango constitucional. 
2°) Las diligencias sumariales de investigación no constituyen, 
por tanto, prueba, ya que su finalidad, en nuestro ordenamiento, 
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no es la fijación definitiva de los hechos, sino la de preparar el 
juicio oral, proporcionando los elementos necesarios para la acu-
sación y la defensa. 
3°) La utilización de las diligencias sumariales como soporte 
del juicio fáctico de la sentencia solamente está justificada cuan-
do la reproducción de la actuación sumarial en el juicio sea impo-
sible o muy difícil, respondiendo a una finalidad de carácter prác-
tico: asegurar que no se pierdan datos o elementos valiosos en 
orden a la averiguación de la verdad. 
4°) En cualquier caso, para que puedan valorarse como prue-
bas las diligencias sumariales, éstas deben haber entrado en el jui-
cio en condiciones tales que permitan el debate contradictorio so-
bre su alcance incriminador. 
5°) También pueden valorarse como prueba las declaraciones 
sumariales de testigos leídas en el juicio al amparo de lo dispues-
to por el artículo 714 LECrim 
6. En la jurisprudencia de la Sala Segunda del Tribunal Supre-
mo, la plena aceptación del principio de producción de la prueba 
en el juicio oral y el consecuente rechazo del valor probatorio de 
las diligencias sumariales no se produjo de inmediato, sino que 
fue el resultado de una lenta evolución. 
En las primeras sentencias del Tribunal Supremo que aborda-
ban la aplicación del último inciso del arto 24.2 de la Constitu-
ción, en cuanto exigencia de que toda condena se apoye en una 
actividad probatoria de cargo regularmente producida, se partía 
del presupuesto -casi siempre implícito- de que todos los mate-
riales de contenido incriminatorio obrantes en la causa tenían va-
lor probatorio, a efectos de poder servir de base a la condena del 
recurrente, con independencia del momento y las circunstancias 
en que dichos materiales se hubieran producido, enlazando así 
con la tesis jurisprudencial tradicional arriba reseñada. 
Muy ilustrativa de esta orientación jurisprudencial, que sim-
plemente adaptaba las antiguas tesis sobre el valor probatorio de 
los elementos sumariales a la nueva situación creada con el reco-
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nocimiento constitucional del derecho a la presunción de inocen-
cia, es la STS 2a de 20-6-88, que resolvía conjuntamente dos mo-
tivos de casación, el primero, por infracción de ley, alegando vul-
neración de la presunción de inocencia, y el segundo, por 
quebrantamiento de forma, al haber denegado el Tribunal la sus-
pensión del juicio por incomparecencia de testigos. El fundamen-
to jurídico primero de esta sentencia dice: 
"Con sede procesal en el artículo 849-1 de la Ley de Enjuicia-
miento Criminal, se denuncia en el primer motivo la vulneración del 
arto 24.2 de la Constitución, en cuanto establece el principio de pre-
sunción de inocencia, toda vez que, según se argumenta, no existe 
en los autos prueba alguna del delito que se le imputa. 
En forma reiterada, esta Sala viene declarando que la función de 
control que puede efectuarse, cuando se alega tal violación de dicha 
presunción iuris tantum de inculpabilidad, ha de limitarse a la com-
probación de existencia en la causa de una actividad probatoria de 
cargo, que pueda ser razonablemente calificada, como suficiente para 
llegar al pronunciamiento condenatorio, así como verificar si dicha 
prueba se ha producido en forma procesalmente regular, todo ello, 
con el obligado respeto a las facultades que en orden a la valoración 
de la prueba, reconoce privativamente el arto 117.3 de la Constitu-
ción, a los efectos jurisdiccionales y en orden a la convicción del juz-
gador penal, el artículo 741 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
A tal efecto, el recurrente olvida que a) en el sumario, al folio 1, 
María Luisa M. A., directora de la Agencia de Viajes atracada, al 
formular la denuncia correspondiente por el robo perpetrado en su 
establecimiento, describe las características del autor del mismo, fa-
cilitando el detalle singular de que le faltaba "un diente de los de 
arriba". 
Al folio 5, reconoce al recurrente como autor de los hechos, en 
virtud de álbum fotográfico, en la Brigada Regional de Policía Judi-
cial de Madrid, en donde se aprecia la ausencia de un diente superior 
y al folio 7, por el mismo procedimiento, efectúa la identificación, 
María de las Mercedes C., empleada de la aludida agencia, y testigo 
presencial de l~s hechos. 
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A los folios 11 y 12, ratifican tal reconocimiento ante el Juzgado 
de Instrucción. 
El procesado, al ser detenido, negó su participación en el robo, 
alegando estar preso en aquella fecha; pero al folio 24, consta oficio 
del centro penitenciario de detención de hombres en Madrid, parti-
cipando no se encontraba en aquel establecimiento el día de la comi-
sión de los hechos. 
Al folio 34, por las dos testigos mencionadas es reconocido en 
rueda de presos, constituida en los calabozos de los Juzgados de Ins-
trucción de esta Villa. 
b) En el acto del juicio oral, aquellas testigos no comparecieron, 
por lo que la defensa del procesado pidió la suspensión, a lo que la 
Audiencia no accedió, formulándose por aquélla oportuna protesta, 
y redactando la única pregunta que quería efectuarle a las mismas, 
"que si el 9 de agosto de 1982 tuvo lugar un robo en la Agencia de 
Viajes donde trabajaban, pudiendo reconocer al procesado como au-
tor del referido robo". 
Es obvio, pues, que existe actividad probatoria suficiente para 
que la Audiencia pudiese formar su convicción a tenor de las dili-
gencias probatorias, procediendo, por tanto, desestimar el primer 
motivo, y asimismo, el segundo, que con invocación del número pri-
mero del arto 850 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal se había for-
mulado por quebrantamiento de forma, al haberse denegado la sus-
pensión del juicio, para permitir la declaración de los testigos que 
habían sido propuestos y aceptados por el Tribunal de instancia, 
toda vez que, con la negativa a la suspensión, no se le produjo nin-
guna indefensión, ya que la pregunta que se pensaba formular a los 
testigos, ni era necesaria, ni trascendente, a efectos del fallo conde-
natorio, puesto que afirmativamente al contenido de aquélla, ya lo 
habían reiteradamente identificado en el sumario los mismos, y en 
tal momento procesal el reconocimiento era totalmente irrelevante. 
Como se puede apreciar, el Tribunal Supremo consideraba 
prueba suficiente para fundamentar la condena las declaraciones 
ante la Policía de dos testigos, formulariamente ratificadas ante el 
Juzgado de Instrucción, y el reconocimiento del inculpado por 
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esas dos testigos en rueda de presos practicada en el Juzgado. 
Dado que no hubo actividad probatoria de cargo en el juicio oral, 
es claro que se estaba atribuyendo eficacia probatoria a dichas ac-
tuaciones policiales y sumariales. A la misma conclusión lleva la 
desestimación del motivo por quebrantamiento de forma; la testi-
fical no practicada en el juicio por la negativa a la suspensión del 
mismo no era necesaria, porque la pregunta que se iba a formular 
a las testigos no comparecidas ya había sido contestada en el su-
mario, en el sentido de reconocer al imputado como autor del 
robo, 10 que no puede sostenerse si no es atribuyendo valor pro-
batorio a las declaraciones de las testigos ante la Policía y ante el 
juez de instrucción. 
En la sentencia que se acaba de transcribir, por lo demás, se 
puede apreciar la estructura típica de la decisión sobre la vulnera-
ción de la presunción de inocencia que caracterizaba la línea juris-
prudencial a que me refiero. En efecto, en casi todas las sentencias 
incluibles en esta orientación se puede observar que la decisión 
sobre vulneración de la presunción de inocencia resulta de una 
-generalmente exhaustiva- relación de los elementos que, a juicio 
del Tribunal Supremo, constituyen la prueba sobre la que se ha 
apoyado la sentencia recurrida, relación en la que se incluyen, sin 
hacer ninguna distinción en cuanto a su virtualidad probatoria, di-
ligencias policiales, actuaciones sumariales y, si existen, pruebas 
practicadas en el juicio. Las sentencias pertenecientes a esta línea, 
pues, no otorgan valor especial alguno a la prueba practicada en el 
juicio sobre las diligencias policiales o sumariales; la ausencia to-
tal de pruebas incriminatorias en el juicio no tiene trascendencia 
alguna, siempre que existan en la causa actuaciones policiales o 
sumariales de contenido inculpatorioll . 
11. Como muestra de la pervivencia en la jurisprudencia del Tribunal Su-
premo, hasta mucho después de la STC 31/1981, de la concepción tradicional 
sobre la eficacia probatoria de los materiales sumariales, cfr. también STS 2a 
27-5-83, que rechaza la alegada violación de la presunción de inocencia, tras 
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7. Poco a poco, sin embargo, fueron apareciendo sentencias 
-al principio muy aisladas- en las que, siguiendo la pauta marca-
da por la jurisprudencia constitucional, se acepta el principio de 
enumerar las actuaciones sumariales inculpatorias obran tes en la causa, porque 
"en el "acto del juicio oral no se ofrecen descargos suficientes de las pruebas 
aceptadas y confesadas en el sumario, por 10 que éstas quedan en pie y sin des-
virtuar"; STS 2" 10-6-83 que, pese a reconocer que "en el acta del juicio oral 
nada hay apreciable desde el punto de vista probatorio", considera que "exami-
nada la causa en su integridad, se hallan en la misma diversos acreditamentos" 
que destruyen la presunción de inocencia; STS 2" 24-9-83, que considera que 
las declaraciones prestadas ante la Policía no tienen ningún valor probatorio, 
mientras que las prestadas ante el juez instructor tienen plena eficacia probato-
ria; STS 2" 27 -9-83, según la cual "siendo la prueba practicada en el juicio oral 
la más valiosa y fiable, nada impide que se valore positivamente la obrante en 
el sumario o la aportada con anterioridad a las sesiones del juicio oral, puesto 
que, con naturaleza documental, se halla presente en la causa"; STS 2" 27-3-84, 
que considera que corresponde al instructor reunir el material probatorio nece-
sario para que el Tribunal, tras valoración conjunta del mismo, pueda emitir en 
su día la correspondiente sentencia condenatoria o absolutoria; STS 2" 13-11-
84, con una curiosa alusión a "todo el clima que rezuma la totalidad de las ac-
tuaciones practicadas, en las que se vislumbra y percibe el entramado de una 
organización dedicada al tráfico de drogas"; STS 2" 14-11-84, con un signifi-
cativo lapsus: la invocación de la presunción de inocencia "obliga a esta Sala a 
un examen minucioso del Sumario"; STS 2" 2-3-85, las investigaciones suma-
riales acceden al plenario como documental; STS 2" 30-4-85, acceso del suma-
rio al juicio como documental; STS 2" 23-12-85, que insiste en considerar ele-
mento inculpatorio el "clima que rezuma la lectura de todas las actuaciones". 
Esta línea pierde fuerza con el transcurso del tiempo, pero todavía a finales de 
los 80 y principios de los 90, son relativamente abundantes los casos en que el 
Tribunal Supremo parte de la eficacia probatoria de las diligencias sumariales 
no reproducidas en el juicio para considerar desvirtuada la presunción de ino-
cencia: cfr., entre otras, STS 2" 11-3-89, curiosa, porque estima vulnerada la 
presunción de inocencia, basándose en que "en el Sumario no consta que M. 
fuera el autor de la sustracción"; Auto TS 2" 81-90 que basa la decisión de in-
admisión, entre otras razones, en que "en la causa ha habido actividad probato-
ria legal incluso en eljuicio oral" (cursiva nuestra); STS 2" 3-4-90, que consi-
dera no vulnerada la presunción de inocencia "a la vista de las probanzas 
practicadas a 10 largo de la instrucción del sumario, que es la piedra angular del 
juicio y de la sentencia ... "; STS 2" 2-11-90, que proclama que "todos los folios 
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que sólo es prueba la producida en el acto del juicio oral, sin que 
los elementos incriminatorios resultantes de las actuaciones poli-
ciales y de la actividad procesal de instrucción tengan, al menos 
en principio, valor probatorio alguno. Nótese que la evolución de 
la jurisprudencia del Tribunal Supremo acerca ge la cuestión que 
nos ocupa se produce de tal forma que no es posible señalar un 
momento concreto en que se abandona la vieja línea y se inaugu-
ra la nueva~ en realidad, la evolución es gradual, y durante un pe-
ríodo de tiempo que puede acotarse entre mediados los ochenta y 
mediados los noventa, aproximadamente, coexisten sentencias 
pertenecientes a la antigua y a la nueva orientación. Junto a sen-
tencias que se aferraban a la jurisprudencia tradicional sobre el 
valor probatorio del material sumarial, comenzaron a aparecer 
otras en las que se partía ya de la aceptación de los pilares bási-
cos de la doctrina del Tribunal Constitucional. Así, por ejemplo, 
según la STS 2a de 4-2-88, "no es preciso insistir en que, al me-
nos en principio, la presunción de inocencia sólo puede quedar 
del sumario y cuantas pruebas se hayan practicado, servirían para acreditar si 
se ha enervado o no" la presunción de inocencia. Aún en 1992 se pueden en-
contrar sentencias que aluden indistintamente a elementos sumariales y prueba 
del juicio oral para desechar la lesión del derecho a la presunción de inocencia: 
STS 2a 23-10-92; STS 2a 23-10-92; STS 2a 28-10-92, que confirma condena 
basada en un testimonio sumarial no reproducido y en una supuesta prueba in-
diciaria constituida por las declaraciones exculpatorias del propio acusado; 
STS 2a 10-10-92; STS 2a 25-9-92. De la misma manera, y aunque cada vez con 
menor frecuencia, se siguen desestimando recursos por denegación de suspen-
sión del juicio ante la incomparecencia de testigos, basándose en la existencia 
de declaraciones sumariales: así, por ejemplo, STS 2a 5-12-90, aparte de las to-
davía muy numerosas que llegan a idéntica solución basándose en el antiguo 
arto 801 JII L.e.cr. A sentencias incardinables en esta línea se debía referir OR-
TELLS Eficacia probatoria del sumario en el juicio ante el jurado "Justicia" 
1987, núm. 11, p. 350- cuando reprochaba a "la doctrina de la 'mínima activi-
dad probatoria'" haberse quedado corta "porque sólo excluye de la apreciación 
los atestados policiales, pero admite incondicionadamente que puedan ser con-
siderados los actos de investigación del sumario realizados con intervención 
del juez". 
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enervada por la actividad probatoria del juicio oral, donde la de-
fensa profesional de los acusados y el principio de contradicción 
alcanza plena efectividad". En la misma línea, la STS 2a de 9-3-
88, aludiendo a la actividad probatoria necesaria para fundamen-
tar un pronunciamiento contrario a la inocencia del imputado, se-
ñala que "esta prueba ... ha de ser, en principio, la practicada en la 
fase plenaria del proceso, por ser en ella donde se observan con 
máxima pureza los principios de publicidad, inmediación, contra-
dictoriedad e igualdad entre las partes, correspondiendo a la fase 
sumarial sólo una función preparatoria con respecto al juicio 
oral..."12. Al mismo tiempo, se insiste en la naturaleza "preparato-
ria e instrumental" de toda la actividad investigadora sumarial 
(STS 2a de 27-1-88; STS 2a de 9-3-88; STS 2a de 24-3-88), para 
distinguir esta actividad de la verdadera prueba, que tiene lugar 
en el acto de juicio. 
La introducción en la jurisprudencia del Tribunal Supremo de 
los nuevos criterios acerca del alcance probatorio de las investi-
gaciones sumariales se dejó sentir también en el ámbito 9-el recur-
so de casación por denegación de diligencias de prueba basado en 
la no suspensión del juicio por incomparecencia de testigos. En 
efecto, la jurisprudencia fue progresivamente asumiendo que los 
recursos basados en el número 1.° del arto 851 LECrim debían ser 
estimados cuando se deniega la suspensión del juicio ante la in-
comparecencia de testigos, aun cuando existan declaraciones su-
mariales de los mismos 13 . 
12. Parecidas proclamaciones de carácter general, en STS 2a 30-6-83; STS 
2a de 14-7-86; STS 2a de 1-10-86; STS 2a de 13-3-87; STS 2a 10-2-89; STS 2a 
27-2-89; STS 2a 20-1-90; STS 2a 21-2-90; STS 2a 17-3-90; STS 2a 14-4-90; 
STS 2a 21-5-90; STS 2a 29-6-90; STS 2a 14-7-90; STS 2a 23-10-90; STS 2a 21-
12-90; STS 2a 25-9-92. Como se comprenderá, en la ingente masa de senten-
cias del TS acerca del derecho a la presunción de inocencia podrían encontrar-
se muchísimas más citas del mismo tenor de las reproducidas en el texto. 
13. Estiman recursos basados en denegación de prueba, con consideracio-
nes acerca de la necesaria reproducción en el juicio de las declaraciones suma-
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8. A partir de mediados de los noventa desaparece práctica-
mente la línea jurisprudencial que se resistía a abandonar las vie-
jas concepciones. Se observa, además, una drástica reducción del 
número de casos en que el Tribunal Supremo es llamado a pro-
nunciarse sobre vulneraciones de la presunción de inocencia ante 
condenas basadas en diligencias sumariales, sin práctica de prue-
bas en el juicio oral. Los tribunales penales de instancia han asu-
mido también las exigencias del derecho a la presunción de ino-
cencia y no se producen ya, al menos con la frecuencia con que 
sucedía en los años anteriores, condenas basadas exclusivamente 
en el sumario y con desprecio de la prueba del juicio oral. 
Una sentencia relativamente reciente, de 15 de febrero de 
2005, reafirma la plena vigencia de la doctrina sentada por el Tri-
bunal Constitucional el 28 de julio de 1981, demostrando que la 
transformación de nuestra justicia penal iniciada por la STC 
31/1981 se encuentra ya plenamente consumada: 
"Pues bien la doctrina del Tribunal Constitucional y de esta mis-
ma Sala sobre la actividad probatoria hábil para destruir la presun-
ción de inocencia, puede resumirse en los siguientes puntos: 
a) En primer lugar, ha declarado elTribunal Constitucional en 
múltiples ocasiones (STC 31/1981,161/1990,283/1994,328/1994, 
etc.) y reiterado esta Sala (Sentencias Sala 2a Tribunal Supremo de 
14 de julio y 1 de octubre de 1986, entre otras) que únicamente pue-
den considerarse auténticas pruebas que vinculan a los Tribunales 
en el momento de dictar Sentencia las practicadas en el acto del jui-
cio oral, que constituye la fase estelar y fundamental del proceso pe-
riales, entre otras: STS 2a 14-3-89; STS 2" 21-4-89; STS 2" 28-4-89; STS 2"14-
1-90; STS 2a 26-3-90; STS 2" 23-5-90; STS 2a 28-6-90; STS 2" 27-9-90; STS 
2" 31-10-90, que rechaza la interpretación habitual del antiguo arto 801,111 LE-
Crim; STS 2a 15-10-90; STS 2a 4-12-90; STS 2a 26-12-90; STS 2" 26-10-92. 
Un excelente resumen de jurisprudencia sobre suspensión del juicio oral por 
incomparecencia de testigos, en GÓMEZ DE LIAÑO y BOTELLA, "La suspensión 
del juicio oral", en La prueba en el proceso penal, Madrid, CGPJ, 1992, pp. 
599 Y ss. 
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nal donde culminan las garantías de oralidad, publicidad, concentra-
ción, inmediación, igualdad y dualidad de partes, de forma que la 
convicción del Juez o Tribunal que ha de dictar Sentencia se logre 
en contacto directo con los medios probatorios aportados a tal fin 
por las partes. 
b) Ello conlleva que las diligencias practicadas en la instrucción 
no constituyan, en sí mismas, pruebas de cargo SSTC 101/1985, 
137/1988,161/1990; Y SSTS de 31 de enero, 2 de marzo o 15 de ju-
nio, sino únicamente actos de investigación cuya finalidad específi-
ca no es propiamente la fijación definitiva de los hechos, sino la de 
preparar el juicio (art. 299 LECrim) proporcionando a tal efecto los 
elementos necesarios para la acusación y para la defensa" . 
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SENTENCIA 31/1981 , DE 28 DE JULIO 
Sala Primera: García-Pelayo y Alonso, Latorre Segura, Díez de Velasco Vallejo, 
Begué Cantón (ponente), Gómez-Ferrer Morant y Escudero del 
Corral. 
Fundamentos: 
2. "Por 10 que se refiere al fondo de la cuestión planteada, ésta se centra en 
determinar si la Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona, declaran-
do culpable al procesado, viola el derecho a la presunción de inocencia reco-
nocido en el arto 24 de la Constitución. 
Una vez consagrada constitucionalmente, la presunción de inocencia ha de-
jado de ser un principio general del derecho que ha de informar la actividad ju-
dicial (in dubio pro reo) para convertirse en un derecho fundamental que vincu-
la a todos los poderes públicos y que es de aplicación inmediata, tal como ha 
precisado este Tribunal en reiteradas Sentencias. En este sentido la presunción 
de inocencia está explícitamente incluida en el ámbito del amparo y al Tribunal 
Constitucional corresponde estimar en caso de recurso si dicha presunción de 
carácter iuris tantum ha quedado desvirtuada. Esta estimación ha de hacerse 
respetando el principio de libre apreciación de la prueba por parte del Tribunal 
de instancia y la propia configuración del recurso de amparo que impide entrar 
en el examen de los hechos que dieron lugar al proceso. 
3. "El principio de libre valoración de la prueba, recogido en el arto 741 de 
la L. E. Crim., supone que los distintos elementos de prueba puedan ser pon-
derados libremente por el Tribunal de instancia, a quien corresponde, en con-
secuencia, valorar su significado y trascendencia en orden a la fundamentación 
del fallo contenido en la Sentencia. Pero para que dicha ponderación pueda lle-
var a desvirtuar la presunción de inocencia, es preciso una mínima actividad 
probatoria producida con las garantías procesales que de alguna forma pueda 
entenderse de cargo y de la que se pueda deducir, por tanto, la culpabilidad del 
procesado, y es el Tribunal Constitucional quien ha de estimar la existencia de 
dicho presupuesto en caso de recurso. Por otra parte, las pruebas a las que se 
refiere el propio arto 741 de la L. E. Crim., son 'las pruebas practicadas en el 
juicio', luego el Tribunal penal sólo queda vinculado a lo alegado y probado 
dentro de él (secundum allegata et probata)". 
4 . "En el caso que nos ocupa, del examen de los medios de prueba pro-
puestos por la parte y el Ministerio Fiscal se deduce que sólo la confesión del 
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procesado ante la policía ( ... ) podría desvirtuar la presunción de inocencia. 
Ahora bien, dicha declaración al formar parte del atestado tiene, en principio, 
únicamente valor de denuncia, como señala el arto 297 de la L. E. Crim., y no 
basta para que se convierta en prueba de confesión con que se dé por reprodu-
cida en el juicio oral; es preciso que sea reiterada y ratificada ante el órgano ju-
dicial, circunstancia que no concurre en el caso presente ( ... ). Por otra parte, ha 
de añadirse que la declaración, que tuvo lugar en fecha anterior a la de la 
Constitución, se realizó sin la presencia de Abogado, con lo que en todo caso, 
al no haberse ratificado, se estaría incorporando a un proceso penal posterior a 
la entrada en vigor de la Constitución un medio de prueba que no va acompa-
ñado de las garantías que la propia Constitución establece en su arto 17. 
En consecuencia, una vez aprobada la Constitución y consagrada en el arto 
24 la presunción de inocencia como derecho fundamental de la persona que 
vincula a todos los poderes públicos, no puede considerarse que la sola decla-
ración del procesado ante la policía sin las garantías establecidas en el arto 17 
Y sin haber sido ratificada ante el órgano judicial constituye base suficiente 
para desvirtuar dicha presunción". 
5. "Sobre tales premisas, en orden a la pretensión de amparo, procede de-
clarar la nulidad de la Sentencia de 16 de octubre de la Sección Tercera de la 
Audiencia Provincial de Barcelona ( ... ); por el contrario, no procede reconocer 
al promovente del amparo el derecho a que no sea enjuiciado por los hechos 
contemplados en dicha Sentencia, pues con su nulidad se excluyen los efectos 
de cosa juzgada que le son inherentes y a este Tribunal no le corresponde ha-
cer pronunciamiento alguno sobre culpabilidad o inocencia, sino simplemen-
te, al apreciar que durante la sustanciación se ha omitido una de las garantías 
formales que reconoce el arto 24.2 de la Constitución, retrotraer el procedi-
miento al momento en que debió ser observada, esto es, a aquel en que a la vis-
ta de las actuaciones sumariales pueda la acusación solicitar nuevas diligen-
cias, el sobreseimiento, o proponer nueva prueba. En consecuencia, no 
procede tampoco en este momento pronunciamiento sobre la indemnización 
solicitada" . 
Fallo: 
Estimar parcialmente el recurso de amparo declarando la nulidad de la 
Sentencia de 16 de octubre de 1979 de la Sección Tercera de la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona, retrotrayendo las actuaciones al Auto de conclusión del 
sumario, sin que proceda hacer pronunciamiento sobre la indemnización soli-
citada. 
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Voto particular que formula el Magistrado don Angel Escudero del Corral 
"La presunción de inocencia que en su formulación latina del in dubio pro 
reo ha estado presente en nuestro ordenamiento y en la propia jurisprudencia 
penal como un principio ge~eral ( ... ), ha venido a ser, como se afirma en la 
Sentencia, desde su constitucionalización en el arto 24.2 de la C. E., un autén-
tico derecho fundamental, vinculante para los Tribunales de Justicia y dotado 
de la garantía del amparo constitucional, pero dentro de los límites institucio-
nales que conforman la naturaleza de esta clase de recurso en la propia Cons-
titución y Ley Orgánica del Tribunal, y respetando el íntegro contenido de la 
Jurisdicción penal que el propio texto fundamental, siguiendo una larga tradi-
ción de nuestro constitucionalismo que se remonta a la de 1812, consagrada en 
relación con todas las manifestaciones del proceso; este doble condiciona-
miento ( ... ) veda el que el Tribunal Constitucional sustituya al órgano judicial 
penal en la valoración del resultado de ésta, porque el recurso de amparo no es 
una nueva instancia que posibilite al Tribunal Constitucional subrogarse en la 
posición de un Tribunal a quo -ni siquiera es una casación o revisión-, sino un 
procedimiento autónomo para la protección y establecimiento de derechos 
consagrados en los arts. 14 a 30 de la Constitución, que se atribuye a unajuris-
dicción constitucional concentrada y distinta de aquella en la que el Tribunal 
Supremo es el órgano superior por imperativo del arto 123 Y a quien correspon-
de con plenitud, según el arto 117.3 de la misma, juzgar y hacer ejecutar lo juz-
gado, lo que explica que el arto 44.1 b) de la Ley Orgánica de este Tribunal 
Constitucional impida entrar o conocer, en ningún caso, de los hechos que dan 
lugar al proceso de amparo, y producidos en el proceso judicial previo. 
La valoración de la prueba, y, por tanto, el pronunciamiento sobre si ha 
quedado desvirtuada la presunción iuris tantum de inocencia del acusado en un 
proceso concreto, es una operación necesaria para la fijación de la premisa fác-
tica de la Sentencia penal, que al formar parte del juicio, es de la exclusiva 
competencia del Tribunal llamado a fallar sobre los hechos del proceso; nadie 
puede sustituir su íntima convicción psicológica en la formación de su estado 
de conciencia. ( ... ) sólo el juez penal llamado por la Ley previamente a cono-
cer del proceso y ante el que, como observancia de la inmediación, se desarro-
llan las pruebas y con respecto al cual se pretende un determinado convenci-
miento íntimo, personal, en conciencia, e inviolable, puede pronunciarse sobre 
el efecto que en su ánimo se ha producido dicha actividad procesal, sin que por 
exclusión, ningún control sobre el valor de ésta puede atribuirse al Tribunal 
Constitucional, que sólo podría tener una impresión incompleta de lo desarro-
llado en el juicio oral a través de su documentaCión forzosamente parcial ( ... ), 
dejando en consecuencia fuera de su atribución cuanto suponga ausencia de 
respeto a la determinación fáctica del Tribunal penal, tanto analizando las 
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pruebas que los formaron como desvirtuando su contenido, ya que la determi-
nación de lo que es la prueba como su alcance y efectos son elementos de la 
exclusiva valoración de dicho Organo Jurisdiccional comúno 
La Sentencia parece recoger esta doctrina haciendo compatible la presun-
ción de inocencia con la libre apreciación de la prueba por parte del Tribunal 
de instancia, y el respeto a los hechos probados señalados por éste (000); pero 
(000) después (000) no resulta congruente consigo misma (000) pues inmediata-
mente (000) afirma que es preciso como mínimo para que el Tribunal de instan-
cia pueda ponderar la prueba que haya habido 'una mínima actividad probato-
ria (000) de la que se puede deducir, por tanto, la culpabilidad del procesado, y 
es el Tribunal Constitucional quien ha de estimar la existencia de dicho presu-
puesto', (000) con ello no se hace sino afIrmar lo que antes se había negado, que 
la jurisdicción constitucional tiene en cierta medida atribuciones para valorar 
la prueba, confundiéndose dos acepciones de ésta, la prueba como medio, cuya 
existencia puede discutirse en el amparo, cuando se invoca la presunción de 
inocencia, si resulta inexistente formalmente, y la prueba ¿amo resultado o im-
pacto que produce en el juzgador de los hechos, y que debiendo quedar total-
mente marginada de la intervención del Tribunal Constitucional (000)0 
Al Tribunal Constitucional si se quiere respetar la libre valoración o íntima 
convicción del juez penal, sólo cabe comprobar la existencia formal de una ac-
tividad probatoria con independencia de su posible fuerza dialéctica o argu-
mentativa, y en el proceso penal a que se contrae el recurso, además del ates-
tado cuya naturaleza de medio de prueba pone en duda la Sentencia (000) han 
existido en el juicio oral otros elementos que tienen indudablemente el carácter 
instrumental de prueba según la Ley Procesal Penal (000)' y si en la Sentencia 
de amparo se estiman insuficientes para justificar una Sentencia penal conde-
natoria, es porque han sido valorados en el correspondiente recurso constitu-
cional, (000) contrariándose de modo cierto, lo determinado en el arto 741 de la 
L. Eo Crimo, y lo dispuesto en el arto 44.1 b) de la LOTC, así como los límites 
establecidos por aquél. 
Como conclusión de todo lo expuesto, el Magistrado que firma este voto 
estima que lo procedente sería desestimar el recurso de amparo íntegramente, 
dejando fIrmes las resoluciones judiciales recurridas" o 
